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Nota de los autores




El viernes 16 de octubre de 1998, el mismo día en que se produjo la insólita detención de Augusto Pinochet en Londres, fuimos designados por TVN para cubrir todas las informaciones del caso. Ambos vivíamos en Madrid. Tuvimos dos frentes de acción: Londres, en donde estaba recluido Pinochet y pasaba todo lo judicial-policial, y la capital de España, donde se había originado la orden de detención. Durante los 503 días que duró este largo reporteo permanecimos sin soltar la historia, lo que nos ayudó a generar vínculos y fuentes que, confiando en nosotros, nos condujeron a las trastiendas relevantes para armar un rompecabezas vívido, incierto, dramático y muchas veces inverosímil sobre lo que estaba ocurriendo.

Para enfrentar esta investigación, primero debimos entender cómo funcionaban las instituciones judiciales españolas e inglesas, cómo operaban los convenios de colaboración en este ámbito dentro de la Unión Europea y, sobre todo, cuál era el juicio de la comunidad internacional respecto de la figura de Pinochet. Si bien el gobierno de José María Aznar era de derecha, pronto nos dimos cuenta de que no cometería el suicidio político de aparecer ayudando, de la manera que fuera, al exdictador chileno.

A lo largo del caso, manejamos tres campos de reporteo dife­renciados:





a)	El caso jurídico o el juicio a Augusto Pinochet, con todas sus aristas: extradición, competencia jurisdiccional, la discusión sobre tratados internacionales y universalidad de persecución de crímenes contra los derechos humanos;




b)	La negociación política entre los países involucrados, pues hubo conversaciones en muchas direcciones, primero de un modo muy caótico y luego de una forma que condujo al regreso de Pinochet a Chile, un objetivo que el gobierno de Eduardo Frei se planteó desde el primer día, y




c)	El estado de salud de Augusto Pinochet Ugarte, sometidos al riesgo de que en cualquier momento se podía agravar fatalmente y con la incertidumbre permanente sobre su real estado.








Tuvimos acceso a varios de los principales actores de estos tres niveles, generalmente situados en veredas contrarias: policías ingleses que arrestaron y custodiaron a un octogenario exdictador y militares chilenos que cuidaban a su veterano general; abogados que, durante décadas, urdieron la manera de asestarle un golpe a Pinochet y otros que buscaron todas las fórmulas posibles para sacarlo del entuerto; jueces que decidieron jugar un papel en un caso inédito para crear jurisprudencia global y lores que debieron pronunciarse sin el apoyo de precedentes directos. Conversamos con políticos de todos los sectores, desde los conservadores británicos —que no entendían cómo el gobierno inglés le devolvía la mano de esa manera a Pinochet tras la colaboración que su régimen les brindó durante la guerra de las Falkland— hasta los que, disimulando su satisfacción por el arresto, se vistieron de hombres de Estado para pensar en el modo más efectivo de sacar al general de un laberinto que parecía no tener salida, incluyendo también a quienes vieron en este juicio la única oportunidad de sentarlo en el banquillo de los acusados.

Estuvimos con los familiares y amigos del exdictador, perplejos y enrabiados, que no podían creer lo que estaban viviendo, y también con sus víctimas que, organizadamente y desde toda Europa, peregrinaron hasta Londres y sostuvieron una manifestación permanente para recordarle al mundo que aún clamaban y pedían justicia.

Accedimos a actas, documentos, informes y, sobre todo, a las conversaciones privadas que resolvieron el caso entre los gobiernos de Frei y Tony Blair, el Primer Ministro inglés, que conocimos mientras investigábamos para TVN antes de que se convirtieran en noticia internacional y cuyos entretelones contamos en este libro.

Nuestra investigación no descuidó la trama interna en Chile, sobre todo en la derecha chilena: por ejemplo, las presiones para que el candidato presidencial de ese sector —Joaquín Lavín— visitara a Pinochet a pesar de su tenaz resistencia a verse relacionado con él o el extraño intento de Arturo Frei Bolívar, exsenador DC y primo hermano del presidente Frei, de convertirse en el candidato del pinochetismo.

Cuando no estábamos presentes en la acción de las calles de Londres o cerca de la Audiencia Nacional en Madrid, observábamos en primera línea cómo esta detención era tema de portada y conversación en todos los medios españoles y también en los ingleses. Fuimos testigos del suceso y su alcance en el mismo lugar de los hechos, lo que nos dio la perspectiva necesaria para medir día a día el ambiente en forma efectiva y equilibrada.

Este libro surgió de la combinación entre investigación esforzada sin pausa y largos análisis políticos con los involucrados, entre la fiebre del reporteo y la frialdad de los mecanismos jurídicos, siempre teniendo a Chile como telón de fondo. Así pudimos armar este libro que hoy vuelve a vivir gracias al interés de la Escuela de Periodismo de la UDP y Editorial Catalonia.

Para nosotros, esta historia no solo fue una noticia de alcance mundial que tuvimos el privilegio de presenciar desde adentro: fue una clase maestra de ejercicio del periodismo que jamás olvidaremos y de la que nos seguimos sintiendo orgullosos.

Mónica Pérez y Felipe Gerdtzen

Santiago, septiembre de 2016





La noche de la detención




Cuando el capitán Juan Gana, uno de los escoltas del general Augusto Pinochet, recordaba días después el momento del arresto del senador vitalicio en Londres todavía se le humedecían los ojos. Había estado de turno en The London Clinic la noche del 16 de octubre de 1998 y había sido él quien había tenido que «rendir» a su general. Era una noche gélida. Llovía a cántaros y la humedad se metía por los huesos. Era un viernes que culminaba una semana de intensa actividad judicial, política y diplomática que había comenzado el martes 13 de octubre, cuando dos jueces españoles enviaron, a través de Interpol, órdenes para interrogar a Pinochet en Londres como imputado en los delitos de genocidio, terrorismo y torturas. Era el colofón a más de dos años de indagaciones en la Audiencia Nacional de España, que en dos querellas separadas investigaba posibles delitos cometidos en los años de la dictadura en Chile y Argentina, a través de la «Operación Cóndor»1.

Aunque ya existían rumores e informaciones no confirmadas sobre un posible intento por detener a Augusto Pinochet, el agregado militar de la embajada en Londres brigadier general Óscar Izurieta, el comandante Enrique Guedelhoefer y el mayor Humberto Oviedo —los otros dos oficiales que estaban a cargo de la comitiva que acompañaba a Pinochet en su viaje— abandonaron la clínica a las nueve y media de la noche, confiados en que el senador vitalicio dormía a salvo. Solo se quedó con él el capitán Gana, el oficial de menor graduación dentro de la escolta, y su médico, el doctor Andrés Marín, quien abandonó el hospital pasadas las diez y media.

Pinochet estaba mal. Su recuperación de una operación de hernia discal en la columna, a la que se había sometido el viernes 9 de octubre, se había complicado por la infección de la herida y del aparato urinario. Para su tratamiento había tenido que tomar fuertes antibióticos que descompensaron su organismo a raíz de la diabetes que padecía. Era necesario, por tanto, que alguien se quedara con él en las noches, por si necesitaba ayuda para levantarse. A medianoche se producía el cambio de turno y entonces el capitán escolta era reemplazado por el enfermero que había viajado con Pinochet desde Chile, quien hacía guardia hasta la mañana siguiente.

El viernes 2 de octubre, Pinochet había decidido sorpresivamente operarse. Aunque no había ido a Londres expresamente a eso, el doctor Henry Olivi, su médico de cabecera, le había dado algunos nombres por si se producía una emergencia. Pinochet padecía de muchas molestias desde la época en la que había dejado la comandancia en jefe y, en Chile, sus intentos por recuperarse habían sido inútiles. Nadie se atrevía a responsabilizarse por una intervención que mantendría a un Pinochet de 82 años anestesiado por más de seis horas y que, además, podría tener complicaciones relacionadas con las enfermedades que ya padecía. Por eso, cuando el doctor Farid Afshar, un médico británico de origen persa y una eminencia en lesiones de columna, lo recibió en su pequeña oficina con paredes atestadas de títulos y diplomas y le dijo que una operación era su única salida, nadie más pudo convencer a Pinochet de lo contrario. Varios intentaron hacerlo. Desde el recién estrenado comandante en jefe del Ejército, general Ricardo Izurieta, hasta su propia familia. Era una operación de altísimo riesgo y cualquier complicación sería muy difícil de manejar fuera de Chile. Como la principal preocupación del Ejército era que Pinochet muriera en Inglaterra, Izurieta llegó incluso a ofrecerle que le llevaría al médico a Chile para que se operara allá. Pero fue inútil, más aún ante la coincidencia de que el doctor Afshar podía intervenirlo casi de inmediato porque otro paciente había cancelado una operación.

El destino había puesto su primera piedra para retener a Pinochet en Londres. Ante un dolor que ya no resistía, el anciano senador pidió que le cancelaran su vuelo de regreso reservado para el lunes 5 de octubre, firmando él mismo su suerte.

Siete días después de la operación, Pinochet seguía su complicada recuperación en The London Clinic, un exclusivo recinto hospitalario ubicado en el número 20 de la calle Devonshire Place —uno de los más elegantes barrios de Londres—, muy cerca del Hyde Park y de la embajada chilena. Fundada en 1932, la clínica tiene unas de las mejores unidades para la operación de columna vertebral y una gran reputación internacional. Ese 16 de octubre, Pinochet dormía como de costumbre: ayudado por los sedantes y bajo la atenta mirada de su escolta.

Cerca de las once de la noche, el inspector de la sección de extradiciones de Scotland Yard, Andrew Hewitt, llegó hasta la habitación 801, ubicada en el último piso de la clínica, para arrestar a Augusto Pinochet Ugarte. Hewitt tuvo que enfrentarse en primer lugar al sorprendido capitán Gana, que miraba con ojos atónitos cómo se desplegaba el operativo compuesto por unos doce policías.

Esa noche, Gana esperaba la llegada de un grupo de la policía secreta británica que los ayudaría en la custodia de Pinochet. Por eso no se sorprendió cuando sonó el teléfono y la recepcionista del hospital le anunció que oficiales de Scotland Yard subían para hablar con él. Esperó ante el ascensor, entusiasmado por la prontitud de la ayuda, y recibió a los oficiales cordialmente.

Pero no era ayuda lo que llegaba para el convaleciente general chileno sino una orden de arresto. Hewitt informó a Gana que debía abandonar inmediatamente el octavo piso porque, desde ese momento, Pinochet se encontraba bajo custodia policial. El capitán Gana se negó, argumentando que era un oficial del Ejército de Chile y que, por lo tanto, solo recibía órdenes de sus superiores. La situación se volvió muy tensa. Cuando el escolta intentó sacar el teléfono celular que llevaba en el bolsillo interior de su chaqueta, los policías lo rodearon inmediatamente y, apuntándolo con sus pistolas, le ordenaron que soltara su arma. Pero Gana no estaba armado, no podía estarlo ya que se encontraba en el extranjero y eso no estaba permitido. El capitán chileno fue obligado bruscamente a salir del edificio y Pinochet quedó abandonado a su suerte.

La operación de arresto fue rápida. Varios policías controlaron todos los accesos. Nunca vigilaron a Pinochet dentro de su habitación sino que se mantuvieron en el pasillo. Además, situaron hombres en el acceso principal de la clínica, en el ascensor y escalera del primer piso y en las puertas que daban a la parte posterior del edificio y a un callejón que desembocaba en la calle de la embajada, por donde entraban las ambulancias. En días posteriores, el operativo terminaría por copar completamente el piso donde estaba Pinochet. Incluso la policía obligó a la clínica a desalojar las otras tres habitaciones del piso e instaló en una de ellas una especie de cuartel: colocó los monitores de las doce cámaras de televisión que habían situado en los accesos y, en el techo, teléfonos y otros pertrechos.

Durante la noche del viernes 16, una vez que la situación estuvo controlada, Hewitt se dispuso a cumplir con su objetivo principal: arrestar al general. Aproximadamente a las once y media entró en la oscura habitación donde Pinochet dormía, ignorando aún lo que estaba pasando. Junto a su ayudante y a una traductora, el alto y delgado inspector británico informó al senador vitalicio de los motivos de su detención, leyendo la orden oficial:

«Tribunal Penal de Bow Street a los miembros de la Fuerza de Policía Metropolitana:

Habiendo evidencia de que Augusto Pinochet Ugarte, de ahora en adelante ‘el imputado’, es acusado de haber cometido delito.

Que entre el 11 de septiembre de 1973 y el 31 de diciembre de 1983 asesinó a ciudadanos españoles en Chile, delito que cae dentro de la jurisdicción de la Sala Quinta de la Audiencia Nacional de Madrid y del gobierno de España.

Habiendo información de que el imputado está o se cree que en camino al Reino Unido y que, la conducta alegada constituye un delito de extradición y dado que he sido informado al punto que se justifica, en mi opinión, dictar una orden de arresto de una persona acusada de un delito dentro de la región de Londres, se requiere arrestar al imputado y traerle delante del magistrado metropolitano en el Tribunal Penal de Bow Street.

El 16 de octubre de 1998, firmado por el Magistrado Metropolitano, Nicholas Evans»2

Mientras tanto, en la calle, el capitán Gana se encontró con el enfermero que venía a relevarlo y que no pudo entrar porque la policía ya había tomado control del edificio. Desde la puerta llamaron por teléfono al superior de ambos, el mayor Humberto Oviedo, jefe de la escolta que Pinochet había llevado a Londres, para informarle que habían «perdido control» de la custodia del ex jefe del Ejército chileno y que este se encontraba solo con la policía británica en su habitación de la clínica.

Entre las 12 y las 12 y media de la noche, la llamada urgente del mayor Oviedo despertó bruscamente al brigadier Óscar Izurieta, agregado militar en Inglaterra. Oviedo le informó de lo que acababa de pasar. Quedaron de encontrarse inmediatamente en la puerta de la clínica, no sin antes avisar al embajador chileno en Londres, el socialista Mario Artaza. Izurieta también llamó al agregado naval, el almirante Patricio Howard.

El embajador estaba a esa hora en bata, viendo televisión en la salita contigua al dormitorio principal de la residencia, cuando recibió el llamado del brigadier Izurieta: «Embajador, acaban de arrestar al senador Pinochet. Entró la policía al hospital y lo puso bajo arresto». El tono de Izurieta era preocupado pero calmo. Fue directo a los hechos. «La policía está adentro y han sacado la escolta a la calle». Artaza no podía creer lo que escuchaba al otro lado del teléfono. Se comprometió a estar allí en diez minutos. En cuanto colgó, ubicó rápidamente al canciller José Miguel Insulza, a quien encontró preparándose para ir al programa Medianoche de Televisión Nacional de Chile (TVN). Artaza le contó lo que había sucedido e Insulza le contestó: «Trasládate al hospital y manténme informado y también al subsecretario (Mariano Fernández)».

En pocos minutos, Izurieta y Howard llegaron a The London Clinic, donde los esperaba en la calle el capitán Gana y el enfermero. Todas las puertas del recinto se encontraban bloqueadas y controladas por Scotland Yard. A pesar de las peticiones de los oficiales chilenos, no les permitieron la entrada. Poco después llegó el embajador. Le explicaron toda la información que tenían y que, en realidad, se limitaba al recuento del capitán Gana.

Después de escuchar las primeras versiones de lo que había pasado, protegidos de la lluvia bajo un andamio que estaba siendo usado para unos trabajos en la fachada de la clínica, el embajador Artaza tocó el timbre de la clínica. Salió un nochero.

—Soy el embajador de Chile. Quiero entrar a ver qué ha ocurrido con el senador Pinochet.

—No puede. Está la policía.

—Llame al funcionario a cargo.

Al cabo de unos minutos, salió un sargento ante el cual Artaza se identificó, pero la respuesta fue la misma: «No puede entrar. Tengo instrucciones de no dejar entrar a nadie». El embajador anotó el número de teléfono celular del policía y llamó al oficial de turno de la Cancillería británica, a quien le pidió hablar con Henry Hogger, encargado de América Latina en ese ministerio. «No le puedo dar su número privado pero deme el suyo. Él lo llamará», le contestó el oficial de turno. A los cinco minutos llamó Hogger.

—Mira Henry, arrestaron a Pinochet y ni siquiera me dejan entrar. Te rogaría que, dada la gravedad del caso, me permitieran hacerlo. Tengo que verificar qué ha ocurrido para informar a mi gobierno. Esto no puede quedar así.

Artaza le dio el número de teléfono del sargento de Scotland Yard que estaba a cargo. A los diez minutos fue autorizado a entrar solo. Subió por el ascensor acompañado de un policía y luego lo dejaron en la puerta de la habitación de Pinochet. El diplomático socialista exonerado político durante la dictadura y luego exiliado se encontraba ante la paradójica situación de tener que informar a su viejo enemigo de que estaba arrestado. Una enfermera lo acompañó al interior, donde encontraron al general acostado y con los ojos cerrados. «Vamos, dejémoslo dormir», le dijo la enfermera. «No, tengo que hablar con él». La habitación estaba en penumbras.

—Senador, escuche, senador. Soy el embajador Artaza. He venido porque he sido informado de que ha sido puesto bajo arresto por una orden de extradición de un juez español. ¿Me comprende?

Pinochet asintió con dificultad.

—Yo voy a comunicar a mi gobierno de esta situación y veré qué instrucciones recibo.

Entonces, Pinochet se despertó un poco más:

—Embajador, yo he entrado a este país con pasaporte diplomático y no como un bandido. Entré como he entrado muchas otras veces.

Artaza estuvo con Pinochet no más que un par de minutos. Al salir, pidió ver la orden de arresto y solicitó que su médico pudiera entrar para quedarse con él y vigilar su estado de salud. «Él no está en condiciones de estar solo. Para que no pasen cosas que podamos lamentar en el futuro, quiero estar seguro de que va a tener a su médico al lado», exigió. Artaza fue invitado por la policía a bajar. A esa hora, el médico Andrés Marín y el capitán Jaime Torres, el otro escolta de Pinochet, ya habían llegado a la clínica. Más tarde también lo haría el jefe de la expedición y ayudante personal del general chileno, el comandante Guedelhoefer. El médico pudo finalmente ver al senador vitalicio, pero la orden de arresto nunca le fue mostrada al embajador.

Era la primera vez que Marín, el doctor del Hospital Militar, viajaba a Londres con el general Pinochet. Su sensación era de impotencia al ver que la detención se había producido aprovechando una circunstancia médica. En cuanto a su salud, Pinochet estaba a salvo: sus signos vitales eran normales y los medicamentos le habían sido administrados a su hora y correctamente. La policía dejó al doctor Marín moverse a su antojo y no le puso un límite de tiempo para su chequeo de la situación.

No está claro cuán consciente estaba Pinochet la noche del arresto. La conversación con el embajador es prueba de que entendía lo que ocurría. Sin embargo, otras personas que lo visitaron al día siguiente se dieron cuenta de que Pinochet recordaba que había entrado un grupo a su habitación pero no sabía que estaba detenido. Según el relato de sus cercanos, durante muchos días el anciano general tuvo una conciencia relativa de su nueva situación. Como parte de su tratamiento, estaba tomando analgésicos muy potentes que lo mantenían dopado durante todo el día y, además, algunos de ellos tenían el efecto colateral de causar amnesia de corto plazo, lo que explicaría sus lagunas mentales. Fue Izurieta, el agregado militar, quien, a petición de la familia, tuvo que explicarle siete días después qué era exactamente lo que estaba pasando.

Nadie de la familia —ni su esposa Lucía ni su hija Verónica, que habían viajado a Londres para acompañar a Pinochet en su operación y que esa noche dormían en Hyde Park Residence— fue avisado durante la noche en que se produjo la detención.

Había comenzado la peor pesadilla de Pinochet, la primera de las 503 noches que dormiría bajo arresto en el Reino Unido. Era el inesperado fin de su primer viaje al extranjero como senador vitalicio, en que el destino juntó todas las piezas que durante años habían estado suspendidas en el tiempo esperando el momento.

Augusto Pinochet llegó a Inglaterra el 22 de septiembre de 1998 en un viaje de placer, invitado por la Royal Ordnance, filial productora de armas de British Aerospace. Como en ocasiones anteriores, la embajada había avisado al Foreign Office —la Cancillería inglesa— acerca de la visita de Pinochet y había solicitado al Departamento de Protocolo que, como cortesía, se le recibiera en el salón VIP del aeropuerto de Heathrow. Según un portavoz de la cancillería británica, es normal que ex jefes de Estado ocuparan esa sala para realizar con mayor comodidad los trámites de ingreso al país. Un funcionario de la embajada y otro de la oficina de protocolo del Foreign Office se habían encargado de darle la bienvenida en el aeropuerto. Esta vez, el embajador Artaza no había ido a recogerlo porque Pinochet había dejado su cargo de comandante en jefe; por lo tanto, el protocolo no se lo exigía

La carta de la Royal Ordnance, fechada el 3 de septiembre, invitaba al general a inspeccionar proyectos diseñados para «enfrentar las necesidades de defensa del próximo siglo». La relación de Pinochet con la empresa británica de armamento era larga, ya que como comandante en jefe del Ejército había formado una alianza con la Fábrica y Maestranzas del Ejército (FAMAE) para la producción y comercialización en el Reino Unido de un cohete de artillería capaz de alcanzar objetivos a 45 kilómetros de distancia. Cada año, Pinochet visitaba Londres para conocer los avances de la empresa, ya que este, el Proyecto Rayo, era uno de sus favoritos3.

La invitación de la Royal Ordnance fue, precisamente, una de las primeras polémicas de su largo arresto en Londres. El Ejército chileno necesitaba justificar ante el Gobierno un propósito para que Pinochet pudiera viajar a Inglaterra en misión oficial. Solo así la Cancillería podía otorgarle el pasaporte diplomático y el reconocimiento de la misión especial que le garantizaría inmunidad diplomática. Después del arresto, las primeras declaraciones del canciller Insulza negaron la existencia de una misión, aunque después rectificó, a raíz de la publicación en la prensa británica de la mencionada convocatoria. Efectivamente, la Royal Ordnance había invitado a Pinochet a Londres pero —según su relacionadora pública, Marlyn Swann— el ex comandante del Ejército nunca les contestó ni tomó contacto con ellos durante su visita a la capital británica.. En cualquier caso, el acercamiento de la Royal Ordnance fue usado por el Ejército para solicitar la misión especial para Pinochet y es la información que consta en los archivos de la Cancillería.

La historia de negligencias por parte de los cercanos al general empezaba a mostrar sus aristas. El viaje de Pinochet estaba planificado para comienzos de septiembre, pero una de sus tantas crisis de dolor a la espalda lo hizo posponer la visita unas semanas. El decreto de «embajador en misión especial» que le había tramitado la cancillería había vencido en las Fiestas Patrias sin que hubiera sido usado. La misma mañana de la salida del vuelo un personero del Ejército pidió que se le expeliera un nuevo decreto al pasaporte del senador que lo declararía otra vez «embajador en misión especial». Los mandos medios del Ministerio debieron correr para sacar todas las firmas y autorizaciones que se requerían. Fue tanto el apuro que no se dieron cuenta de que el pasaporte del anciano general —que tenía una foto de a lo menos 20 años de antigüedad— estaba a días de caducar. El trámite de renovarle el mencionado documento se hizo días después de la operación a la columna y justo antes del arresto. Los detalles de la improvisación del viaje de Pinochet eran unos de los comentarios más ácidos de los funcionarios de Cancillería por esos días.

El recién investido senador vitalicio viajó acompañado de su nieto Rodrigo García, hijo de Lucía y quien iba junto a su abuelo en el momento del atentado del Frente Patriótico del 7 de septiembre de 19864. Un día antes de que Pinochet llegara a Londres, lo había hecho la propia Lucía Pinochet, quien había volado desde Miami para acompañar a su padre y coordinar una sesión fotográfica que tenían pendiente con la prestigiosa revista norteamericana The New Yorker.

En agosto, gracias a las gestiones de Lucía Pinochet Hiriart, el periodista británico Jon Lee Anderson había conseguido una entrevista exclusiva con el senador vitalicio y ahora estaba en Londres para supervisar el trabajo de su fotógrafo Steve Pyke. Las fotografías fueron realizadas el día 25 de septiembre en una suite presidencial especialmente alquilada para la ocasión en el penthouse del Hotel Dorchester, en la avenida Park Lane, junto a Hyde Park en Londres, e ilustraron el perfil realizado por el periodista que fue publicado el 12 de octubre, es decir, cuatro días antes del arresto. Esta coincidencia llevó a algunos en el entorno del senador vitalicio a acusar al reportero británico de haber alertado con este artículo a las organizaciones de derechos humanos sobre la presencia de Pinochet en Londres. Anderson siempre ha negado rotundamente estas acusaciones.

Lo cierto es que mientras Pinochet se paseaba tranquilamente y se tomaba fotos en Londres, quienes desde hacía años buscaban que se enfrentara a la justicia ya estaban tras sus pasos. La prueba es el boletín publicado por Amnistía Internacional el 25 de septiembre. En la publicación, la organización de derechos humanos alertaba de la visita de Pinochet y pedía medidas urgentes:

«Cualquier Estado signatario de la Convención contra la Tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes de las Naciones Unidas, está obligado bajo el artículo 6 de esa convención a arrestar o tomar otras medidas legales para asegurar la presencia de cualquier persona dentro de su territorio que haya sido acusada de cometer tortura o un acto que constituya complicidad o participación en torturas. Según reportes de prensa, el general Augusto Pinochet, ahora senador vitalicio en virtud de la Constitución aprobado durante su régimen, visitará países europeos incluyendo el Reino Unido.

Amnistía Internacional pregunta a los estados europeos si el tema de las violaciones a los derechos humanos cometidos en Chile durante el régimen militar del general Augusto Pinochet merece su atención. Amnistía Internacional llama a la comunidad internacional a efectivamente apoyar los esfuerzos de los familiares para encontrar los restos de las víctimas de violaciones a los derechos humanos bajo el gobierno de Pinochet y llevar a los responsables ante la justicia. De esta manera la comunidad internacional podrá asegurar que los esfuerzos de los familiares no sean en vano»5.

Desde 1991, cada vez que Pinochet visitaba Londres, Amnistía Internacional y otras organizaciones de derechos humanos relacionadas con Chile —como el Comité Chileno Pro Derechos Humanos— acudían a la Fiscalía General Británica y a la policía para que lo arrestaran bajo el cargo de tortura. Para ello se basaban en que en 1989 el Reino Unido había aprobado la nueva Acta de Justicia Criminal que incorporaba la Convención internacional contra la Tortura como una ley de aplicación por los tribunales nacionales6. La primera vez que lo intentaron fue en 1991, cuando Pinochet firmó en la capital británica los contratos para el Proyecto Rayo con la British Aerospace. El entonces comandante en jefe solo estuvo en Londres 24 horas, pero Andy McEntee, un abogado escocés de 42 años que trabajaba en el Comité Chileno Pro Derechos Humanos, llegó a montar un equipo de abogados y a acudir a la corte de Bow Street para pedir su arresto. Sin embargo, como prácticamente ningún jurista sabía aplicar correctamente la nueva legislación en contra de la tortura, Pinochet se marchó antes de que fuera posible alguna acción legal. Scotland Yard, por su parte, nunca había querido involucrarse por falta de antecedentes que justificaran un arresto. En 1995, en otra visita, una denuncia de Amnistía Internacional a la Fiscalía inglesa hizo que Pinochet tuviera que pedir asesoría legal a Kingsley & Napley, el mismo bufete de abogados que se encargaría de su defensa tras su arresto. En esa ocasión, Pinochet salió rápidamente de Inglaterra y todo quedó en un susto.

Pero las circunstancias históricas y políticas habían cambiado mucho en 1998. Para empezar, Pinochet ya no ostentaba ningún cargo oficial, el laborismo había vuelto a Downing Street y, en España, dos jueces habían abierto sendos sumarios en contra del ex jefe de Estado chileno por crímenes en contra de la humanidad. Solo la falta de una visión global del mundo permite explicar cómo nadie del entorno de Pinochet se dio cuenta del peligro que corría en esas circunstancias, a lo que se sumaban como antecedente dos intentos previos de arresto en Holanda e Inglaterra cuando aún era comandante en jefe del Ejército.

Otra coincidencia ayudó a cerrar el cerco sobre Pinochet en Londres: la elección de Andy McEntee como presidente de Amnistía Internacional para el Reino Unido. McEntee, quien ha dedicado prácticamente toda su carrera a denunciar las violaciones a los derechos humanos cometidas en Chile, se había mudado de Glasgow a Londres en 1986 para trabajar en el Comité Chileno Pro Derechos Humanos; después, en 1994, fue elegido jefe del departamento jurídico de Amnistía Internacional. En ambos cargos, una de sus misiones fundamentales fue conocer Chile, ayudar a la recuperación democrática y después buscar una reparación para las víctimas de torturas o familiares de detenidos desaparecidos. McEntee había estado muchas veces en Chile. Este conocimiento, unido a su compromiso con las víctimas chilenas, hizo que Pinochet fuera una prioridad para su organización en Londres.

Hasta los primeros días de octubre, Amnistía Internacional no tenía la confirmación de que Pinochet estaba en la capital británica y menos aún de que planeaba operarse. Solo sabían que podía estar en cualquier país europeo, menos en España y Holanda. Pinochet no podía viajar a Holanda porque en una visita anterior a ese país ya se le había intentado arrestar, pero en esa oportunidad las autoridades no iniciaron la investigación y Pinochet no fue detenido. Los demandantes, sin embargo, recurrieron al Comité de las Naciones Unidas en contra de la tortura por el incumplimiento de Holanda de sus obligaciones bajo la convención. El mencionado Comité reprendió al gobierno holandés por no iniciar la investigación de Pinochet mientras este se encontraba dentro de su jurisdicción y le advirtió que estaban obligados a hacerlo de acuerdo al tratado internacional.

La confirmación de que Pinochet estaba en Londres le llegó a Amnistía Internacional de la manera más sorprendente. Peter Schaad, un misterioso y educado empresario suizo, gran admirador de Pinochet, acompañaba casi todos los días al general en su visita en Londres. Una tarde, conversando en el lobby del lujoso Intercontinental Park Lane, un cinco estrellas donde se alojaba el senador vitalicio, Schaad lo invitó a París a conocer la tumba de Napoleón. Conocida es la obsesión y profunda admiración que sentía Pinochet por el célebre emperador francés y la idea lo entusiasmó porque pensaba que este sería su último viaje a Europa. Sin embargo, nuevamente obstáculos diplomáticos se cruzarían en su camino. Pinochet quería viajar con su pasaporte diplomático, lo que obligó a solicitar a las autoridades francesas una visa el 28 de septiembre, aunque los chilenos no la necesitan cuando viajan como simples turistas. La solicitud de visa fue denegada por el gobierno francés y el 3 de octubre la prensa chilena publicó la noticia, la que fue confirmada públicamente y sin comentario alguno el día 5 por Romaric Roignan, uno de los portavoces del Ministerio de Asuntos Exteriores de Francia. Esta declaración, difundida por la prensa europea, fue la que confirmó la presencia de Pinochet en Londres.

Puede llamar la atención la insistencia de Pinochet en usar su pasaporte diplomático, pero el senador vitalicio tenía poderosas razones. El general confiaba plenamente en la protección que le confería el documento con el que había salido de Chile. Creía con total convencimiento que ese era un escudo capaz de parar cualquier intento de arrestarlo. Viajar con pasaporte diplomático fue una precaución tomada conscientemente por Pinochet, como lo demuestra una conversación sostenida con el agregado militar y su amigo Peter Schaad en el lobby del hotel donde se alojaba. En esa ocasión, pensando en simplificar los trámites, Izurieta le sugirió a Pinochet que usara su pasaporte normal, pues así no llamaría la atención y todo se haría más rápido. Pero Pinochet descartó la idea de plano: «Si voy a Francia, voy con el diplomático porque con este tengo inmunidad y no quiero pasar ningún fiasco».

Ante la noticia confirmada de que Pinochet estaba en Londres, Amnistía Internacional empezó a movilizarse. Andy McEntee consideró que la única posibilidad real de que el general chileno fuera arrestado era que el juez que llevaba el caso contra Pinochet en España emitiera una orden de detención y la tramitara a través de la ley de extradición vigente. Amnistía Internacional sabía, ya de sobra, que las autoridades británicas no tenían el propósito de perseguir al senador vitalicio.

Ignorando lo que se cernía sobre su futuro legal, en los días previos a su operación Pinochet se dedicó a visitar museos y a sus actividades sociales, a pesar de sus dolores de espalda. Una de ellas fue la invitación a tomar el té que hizo al embajador Mario Artaza en el hotel Savoy. Fue una iniciativa del propio senador porque Artaza quería mantener el mínimo contacto con Pinochet. En 1996 y en 1997 había tenido que recibirlo como Comandante en Jefe del Ejército y había sido ineludible invitarlo a comer a su residencia. En la merienda del Savoy, junto a Artaza también estuvieron José Luis Morales, ministro consejero, Izurieta y el doctor Andrés Marín. La conversación fue protocolar y se centró en lo mucho que le gustaba Inglaterra a Pinochet. El senador vitalicio comentó que se sentía mal, pero nunca le mencionó al embajador que se iba a operar.

Sin duda, el punto cúlmine de los días de Pinochet en Londres previos a la operación fue el tradicional té inglés compartido con una de sus heroínas, la ex primera ministra Margaret Thatcher. La reunión fue gestionada por Schaad, quien conocía a uno de los miembros del staff de la «Dama de Hierro». Pinochet no tenía una amistad previa con Margaret Thatcher, a quien había conocido en marzo de 1994 en un evento en un hotel de Santiago, cuando la importante figura pública inglesa sufrió un desmayo delante de toda la audiencia. En esa cena, Pinochet fue acompañado por su hija Lucía, quien recuerda que conversaron mucho durante la velada. Él la admiraba profundamente, sentimientos tienen que haber sido mutuos ya que, después del arresto, Thatcher fue una de sus más decididas aliadas. La «Dama de Hierro» y Pinochet habían intercambiado correspondencia en un par de ocasiones y cada vez que el ex comandante en jefe visitaba la capital británica le mandaba un ramo de flores y una caja de bombones.

Esta vez, Thatcher y su marido recibieron a Pinochet en su casa el 7 de octubre, acompañado por Peter Schaad, el comandante Guedelhoefer, el mayor Oviedo y el doctor Marín. Schaad se encargó de traducir la conversación, que eludió elegantemente cualquier tema político y se concentró en el estado de salud y nueva vida como senador vitalicio del general.

La operación de Pinochet, el 9 de octubre, tomó por sorpresa a muchos, incluyendo al gobierno chileno. El propio embajador Artaza lo supo el mismo día de la intervención nada más que porque le avisaron desde Chile. Se encontraba de compras cuando recibió la llamada telefónica de John Biehl, Ministro Secretario General de la Presidencia, quien le avisó que, según un periodista alemán, Pinochet acababa de morir en el quirófano de una clínica londinense mientras era operado. Artaza llamó a Izurieta y el agregado militar le contestó que era mentira. «Estoy afuera del quirófano —le dijo—, está siendo operado en estos momentos y parece que está todo normal». Artaza informó a Biehl y al ministro del Interior Raúl Troncoso. La decisión del gobierno chileno fue la de no tomar ningún curso de acción específico en ese momento.

Pero la noticia de la muerte de Pinochet, aunque falsa, inundó las agencias y medios de comunicación, que en minutos difundieron la información en todo el mundo. Este fue el momento clave y que puso definitivamente en marcha a todas las organizaciones y abogados que esperaban una oportunidad para pedir su arresto. Pinochet estaba inmovilizado en una clínica y Amnistía Internacional sabía que ahora tendrían tiempo suficiente para hacer un intento serio por detenerlo.

Al día siguiente, el sábado 10 de octubre, McEntee se levantó muy temprano y, aún con la prensa caliente en su mano, llamó a Madrid a Joan Garcés, el abogado a cargo de la acusación española, con quien nunca antes había hablado. Le explicó la situación y le dijo que había una oportunidad de detener a Pinochet si ellos lo pedían desde España. Garcés, en un comienzo, no fue muy receptivo. Era poco lo que podían hacer rápidamente antes de que Pinochet escapara como en otras ocasiones. En Madrid era fin de semana largo ya que el lunes 12 de octubre, día de la Hispanidad, era feriado. «No tenemos tiempo», le dijo el abogado español.

Sin embargo, durante el fin de semana, Garcés preparó los documentos y el martes 13 de octubre presentó ante los juzgados 5 y 6 de la Audiencia Nacional de España la solicitud para que los jueces Baltasar Garzón y Manuel García Castellón interrogaran a Pinochet en Inglaterra:





«En representación de las partes personadas como acusación particular y popular, según consta acreditado en la presente causa, ante el Juzgado comparezco y como mejor proceda en Derecho digo:




1° Que es de conocimiento público que se encuentra en el Reino Unido, al parecer en Londres, el principal acusado en la presente causa: Augusto Pinochet Ugarte.




(…) 3.4.- Consta en los autos que el Estado de Chile tiene reconocido que en el período de referencia de la investigación funcionarios públicos bajo las órdenes de Augusto Pinochet secuestraron, torturaron, asesinaron o ‘desaparecieron’ a otros españoles o hijos de españoles, entre los que están hasta la fecha identificados: el sacerdote catalán Joan Alsina Hurtos (pág. 152 del Informe Rettig7, en lo sucesivo I.R.); Félix Francisco Figueras Ubach (p. 295, I.R.); Antonio Elizondo Ormaechea (p. 581, I.R.); Enrique López Olmedo (p. 628, I.R.); Arturo Vilavella Araujo (p. 635, I.R.); María Cristina López Stewart (p. 516, I.R.); Jorge Francisco Bordas Paz (p.539 I.R.); Gastón Vidaurrazaga Manríquez (p. 648 I.R.); José Tohá González (p. 498, I.R.); Manuel Roig Merenguer (p. 731, I.R.); Juan José Boncompte Andreu (p.638, I.R.); Ricardo García Posada (p. 281, I.R.); Ricardo Silva Solo (p. 643, I.R.).




(…) 2.6.- Consta unido a la causa, presentado por esta parte en fecha 13 de febrero de 1998, el testimonio prestado ante la Corte Suprema de Chile de Manuel Contreras Sepúlveda, que afirma (pág. 53): ‘La Dirección de Inteligencia Nacional (DINA) es un organismo militar (…) que dependía, primero directamente del Presidente de la Honorable Junta de Gobierno (Pinochet) y posteriormente del Presidente de la República (Pinochet). Además, no se trataba de un Organismo Autónomo que pudiera tomar resoluciones por su cuenta (…).




Al juzgado suplico: que teniendo por presentado este escrito, con su copia, por manifestada la presencia en el Reino Unido del principal acusado en esta causa por genocidio, terrorismo, torturas y crímenes contra la Humanidad, Augusto Pinochet Ugarte, por instado que con la máxima urgencia se dirija, vía Interpol, una petición a las autoridades del Reino Unido comunicándoles la necesidad de que por este Juzgado se tome declaración en persona a Augusto Pinochet Ugarte en cuanto se reponga de su intervención quirúrgica, y mientras tanto adopten las medidas necesarias para asegurar que no abandona el Reino Unido antes de que haya sido practicada la diligencia que se pide.




Madrid, 13 de octubre de 1998»8.






Con esta solicitud, que fue inmediatamente acogida por el juez Manuel García Castellón y, un día más tarde, por Baltasar Garzón, comenzaba a tejerse la red de la que Pinochet no escaparía sino mucho tiempo después. Nadie de su entorno sospechaba, al punto que Lucía, su hija mayor, viajó a Bélgica a visitar a una amiga por unos días. Fue allí donde se enteró de la noticia del arresto.

Solo el martes 13 de octubre, cuatro días después de la intervención quirúrgica, el agregado militar en Madrid le avisó al general Óscar Izurieta sobre el fuerte rumor de que un juez español quería interrogar a Pinochet. Ese mismo día, en Santiago, la Cancillería rechazó enérgicamente la pretensión española de someter a Pinochet a un interrogatorio. El ministro Insulza sostuvo que el pasaporte diplomático con el que viajaba el senador vitalicio «le pone a salvo de estas situaciones»9. La confianza ciega en la inmunidad diplomática, unida a que la primera orden emitida por el juez García Castellón era de interrogatorio y no de arresto, despistó a la familia, a los militares y a las autoridades de Gobierno. Pero a partir de ese día las gestiones judiciales desde España y la campaña de presión de los grupos de derechos humanos en los medios de comunicación se aceleraron al máximo. También las actividades dentro de la embajada y la agregaduría militar, donde se comenzó a intuir —demasiado tarde— la seriedad de la situación.

El miércoles 14, delante de Izurieta, el embajador Artaza llamó por teléfono a Henry Hogger, jefe del departamento de América Latina del Foreign Office. Hogger le respondió que en la cancillería británica no tenían ninguna información sobre una orden emanada de un tribunal español. A pesar de esa respuesta supuestamente tranquilizadora, el embajador se comunicó con dos altos funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores chileno para decirles que había un riesgo de que se presentara una situación delicada. Las instrucciones desde Chile fueron claras: «Sácalo lo antes posible».

Óscar Izurieta se puso inmediatamente en contacto con el médico que había operado a Pinochet para preguntarle cuándo podría darle de alta. El doctor Afshar le explicó que Pinochet no estaba en condiciones ni siquiera de ser movido en camilla antes del lunes 19, es decir, en cinco días más. Agregó que él no autorizaría el alta sino hasta esa fecha y que, aun así, la salud de Pinochet corría un grave peligro.

Rápidamente, Izurieta comenzó con los preparativos del viaje de regreso a Chile. La agregaduría militar intentó reservar dos pasajes en primera clase para Pinochet y el doctor Marín en el vuelo de British Airways del lunes 19 de octubre, el único vuelo sin escalas europeas entre Londres y Santiago, pero no quedaban plazas disponibles. Para peor, la agencia de viajes les informó que no había cupo sino hasta el jueves 22. Sabiendo que no se podía esperar tanto, Izurieta volvió a recurrir a Artaza para pedirle que intercediera ante British Airways. El embajador llamó nuevamente al Foreign Office para pedirles ayuda, pero la cancillería británica le explicó que ellos no podían interferir con una empresa privada. Le recomendaron que las gestiones las hiciera mejor el gobierno chileno desde Santiago, pero en ese momento a la secretaria del embajador se le ocurrió llamar directamente al presidente de British Airways, a quien Artaza había conocido en un cóctel. El embajador logró ponerse en contacto con lord Marshall of Knightsbridge y le dijo: «Aquí hay una situación seria. Se trata de un posible arresto del senador Pinochet en Londres. Por eso hay que sacarlo lo antes posible… el lunes, pero no hay pasaje». «Embajador, voy a tratar de ayudarle», fue la respuesta del presidente de British Airways.

El jueves 15, el presidente de las líneas aéreas británicas cumplió su palabra. Llamó a Artaza para comunicarle que había conseguido dos cupos para el martes 20. El embajador chileno volvió a llamar al Foreign Office para consultarle sobre la situación judicial del senador, y la respuesta siguió siendo la misma: «No hay información oficial de nada contra Pinochet» Sin embargo, por primera vez, los funcionarios de la cancillería británica le reconocieron la existencia de rumores.

El viernes 16 en la mañana Izurieta y Artaza volvieron a reunirse. El embajador decidió llamar de nuevo a la cancillería británica para que le aseguraran que el día del vuelo Pinochet no tendría problemas para abordar el avión a Chile. El Foreign Office respondió que lo estudiarían y que el lunes 19 le darían una respuesta. Eso tranquilizó al entorno de Pinochet y a la embajada. Lo que ellos no sabían es que el día anterior a estas consultas Scotland Yard le había preguntado al departamento de protocolo del ministerio de Relaciones Exteriores británico por el estatus diplomático de Pinochet, y el Foreign Office había informado que no estaba acreditado en ninguna misión especial, abriendo la puerta a la orden de arresto. El miércoles 14, el juez Baltasar Garzón, respondiendo a una petición de Izquierda Unida —partido político que es parte de la acusación en el sumario en contra de Argentina—, pidió también interrogar a Pinochet. Pero además, en su comisión rogatoria, solicitó a las autoridades inglesas que retuvieran a Pinochet hasta que se produjera el interrogatorio:





«Que las autoridades británicas informen al Juzgado:




Si Pinochet está en el Reino Unido y en caso afirmativo dónde está.




Si está en condiciones de que la Comisión Judicial le pueda tomar declaración.




Si las autoridades británicas aceptan que la Comisión Judicial se desplace al Reino Unido a interrogar a Pinochet en calidad de acusado sobre los hechos investigados en el Sumario 19/1997 relacionados con Argentina.




La fecha y la hora en que la Comisión Judicial podrá desplazarse al Reino Unido para tomar la declaración, incluidas las partes personarlas en el procedimiento judicial.




Si las autoridades británicas garantizan la presencia de Pinochet en el Reino Unido hasta la fecha que se fije para su declaración»10.











El viernes 16, después de las tres de la tarde y cuando en la Audiencia Nacional, donde se trabaja medio día, solo quedaba Garzón, la policía británica le informó que únicamente podían retener a una persona si se enviaba una orden de arresto. Scotland Yard le señaló que Pinochet iba a abandonar el país después del fin de semana. Esos datos aceleraron al juez.


El magistrado español intentó ponerse en contacto con García Castellón, su colega del Juzgado Número 6, pero este ya se había ido. También llamó a Joan Garcés, a quien tampoco encontró. Finalmente, decidió tomar la iniciativa y pedir él mismo la orden de arresto. Pero necesitaba bases legales contundentes. Fue entonces cuando recordó que aún estaba pendiente el personamiento de la Asociación de Detenidos Desaparecidos de Chile por la «Operación Cóndor». Con ese as bajo la manga, Garzón dio trámite a la querella interpuesta por los chilenos —y que dormía en su cajón desde abril— y dictó auto de prisión provisional incondicional y orden internacional de detención con fin de extradición contra Augusto Pinochet Ugarte por presunto delito de genocidio y terrorismo. El auto de prisión del juez Baltasar Garzón dice:





«De lo actuado se desprende que en Chile, desde septiembre de 1973, y al igual que en la República Argentina a partir de 1976, se producen toda una serie de acontecimientos y actividades delictivas cometidas bajo el manto de la más feroz represión ideológica contra los ciudadanos y residentes de estos países. Para el desarrollo de las mismas se siguen planes y consignas preestablecidas desde las estructuras de Poder, que tienen como fin la eliminación física, la desaparición, secuestro, previa la práctica generalizada de torturas de miles de personas, tal como se relata en el ‘Informe Rettig’.




En el ámbito internacional se constata una coordinación que recibirá el nombre de ‘Operativo Cóndor’, en el que intervendrán diferentes países, entre ellos Chile y Argentina, y que tiene por objeto coordinar la acción represiva entre ellos.




En este sentido, Augusto Pinochet Ugarte, a la sazón jefe de las Fuerzas Armadas y del Estado chileno, desarrolla actividades delictivas en coordinación con las autoridades militares de Argentina entre los años 1976-1983 (período al que se extiende la investigación en esta Causa) impartiendo órdenes para la eliminación física de personas, torturas y secuestro y desaparición de otras de Chile y de diferentes nacionalidades y en distintos países a través de las actuaciones de los Servicios Secretos (DINA) y dentro del precitado ‘Plan Cóndor’.




Entre estos casos se enumeran un total de setenta y nueve supuestos y, en concreto, sin perjuicio de ampliar los hechos, el secuestro en Chile de Edgardo Enríquez Espinosa el 10 de abril de 1976. Desde este país es trasladado hasta los campos de concentración de ‘El Olimpo’, ‘Campo de Mayo’ y ‘Escuela Mecánica de la Armada’ (ESMA) en Argentina, sin que posteriormente se hayan vuelto a tener noticias del mismo.




Razonamientos jurídicos:




1) Los hechos descritos (…) podrían ser constitutivos de un presunto delito de genocidio (…) y de un delito de terrorismo.




Tal como consta acreditado, se crea una organización armada, aprovechando la estructura militar y la usurpación del poder para, con impunidad, institucionalizar un régimen terrorista que subvirtió en sí mismo el orden constitucional para desarrollar con eficacia el plan de desaparición y eliminación sistemática de miembros de grupos nacionales, imponiéndoles desplazamientos forzosos, secuestros, torturas, asesinatos y desapariciones, aprovechando la ayuda y coordinación con otros países, en particular Argentina.




2) De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la jurisdicción española es competente para tramitar el Procedimiento (…). Por ello, y en atención a la gravedad de los hechos que se imputan y la situación del querellado, que se encuentra fuera del alcance de la jurisdicción española, procede acordar la prisión provisional incondicional de Augusto Pinochet Ugarte, al amparo de lo dispuesto en los artículos 503, 504 y 539 de la ley de Enjuiciamiento Criminal, en relación con los preceptos penales citados»11.






En tiempo récord, este documento fue enviado rápidamente a Londres y fue traducido por la Policía. Después de hacer las consultas pertinentes a la Fiscalía de la Corona (Crown Prosecution Service) y de haberle preguntado a un funcionario de protocolo del Foreign Office si había algún obstáculo legal para detener a Pinochet, el auto del juez Garzón llegó, al borde de las nueve de la noche del 16 de octubre, a la casa del juez de Bow Street Nicholas Evans, quien firmó la orden y autorizó la detención del senador vitalicio.





«¿Te cuento? Van a detener a Pinochet»




El viernes del arresto fue un día muy agitado para Mariano Fernández, subsecretario del Interior, quien ejercía como jefe de la misión chilena en la octava Cumbre Iberoamericana que se realizaba en Oporto, Portugal12, La agenda había estado llena de reuniones bilaterales y de visitas a lugares del importante puerto portugués, en las que acompañaba como canciller al presidente Frei. Había llegado cansado al hotel, pero aún quedaban compromisos. Por la noche, dos cenas oficiales, una para jefes de Estado y de Gobierno, la otra para ministros de Relaciones Exteriores y representantes de los mandatarios. Fernández fue a esta última. Dentro de una jornada frenética, ese espacio servía para distenderse un poco. El documento final de la cumbre ya estaba acordado, en la rutina del evento no parecía haber ninguna falla y el trato de los portugueses había sido muy grato.

Fernández lo pasó bien. Pero antes de salir, la canciller mexicana Rosario Green le dijo algo que cambiaría su semblante y el curso de su carrera en lo que restaba de gobierno.

—Mariano, ¿te cuento una infidencia?

—¿Qué pasa?

—Van a detener a Pinochet.

—¡¡¡Qué!!! ¿Cómo lo sabes? ¿Cuándo? ¿Quién te lo dijo?

—No te lo puedo decir.

La indiscreción de la ministra fue tan contundente que Fernández dificultó que fuera mentira. Además, el presidente mexicano Ernesto Zedillo había arribado esa tarde de Londres, por lo que probablemente tenía información más fresca. Trató de reconstruir con quien había estado sentada Green. Visualizó a Fernando Villalonga, el reemplazante del canciller español Abel Matutes, quien llegaba al otro día. Camino al hotel, estaba convencido de que había sido Zedillo la fuente de la noticia. Ya era pasada la medianoche en Portugal (una hora más que en Londres) cuando le pidió a Cristián Barros, un funcionario de la cancillería chilena, el teléfono celular de la misión en Londres para chequear. Era verdad. La detención se había producido hacía una media hora.

Fernández no calculó entonces que era muy poco probable que el dato lo hubiera conocido Zedillo, salvo que se lo hubieran dado con mucho tiempo de antelación y de forma reservada. Llamó desesperado al canciller José Miguel Insulza. Este, en Santiago, recién había terminado de hablar con Artaza. La primera reacción, instintiva, fue tener cautela. Las oficinas inglesas estaban cerradas. No había a quien recurrir ni pedir explicaciones. Fernández llegó demudado a la suite presidencial del hotel Meridean Park Atlantic, donde pocos minutos atrás había entrado el presidente Frei.

—Hola. ¿Está el Presidente? Necesito hablar urgente con él.

Era la una de la mañana. Frei estaba cansado. Además, se encontraba ya en plan familiar con su esposa y una de sus hijas. Fernández ingresó a la suite con Juan Pablo Lira, el jefe de Protocolo. No traían buena cara. La primera dama Marta Larraechea, quien en persona salió para ver qué querían los colaboradores de su esposo, pensó que era producto de la larga jornada.

—No, se acabó por hoy, no hay nada que no pueda esperar hasta mañana— les dijo, con un tono de broma.

—Creo que esto no puede esperar— respondió Fernández.

Entonces ella entendió que era algo muy grave. Lo dejó pasar al pequeño salón de la habitación. Apenas vio a Frei, Fernández le soltó lo que traía como una carga intolerable.

—Presidente, detuvieron a Pinochet en Londres.

—¿Cómo? ¿Lo chequearon con Londres? ¿Sabe José Miguel?

—Lo tomaron preso en la clínica, esta noche, mientras dormía.

Frei se agarró la cara. Tenía una expresión que en segundos pasó de la sorpresa que tendría cualquier ciudadano a la conciencia de que esto significaría muchos problemas para su gobierno. Además, el escenario en el que lo encontraba la noticia —en medio de un viaje— no era el mejor. Al menos tendría la oportunidad de encarar de inmediato al presidente del gobierno español pues, hasta donde sabían, la orden de detención la había dictado un juez de ese país.

No entendía bien en qué se podía basar una orden de detención y por qué los ingleses la habían aceptado. «Puede que se pida la extradición». «La extradición debe ser solicitada por un Estado, no por un juez». «Cuidado, lo acusan por crímenes contra la humanidad». Las frases trataban de poner claridad sobre un hecho que, en pocas horas, sería la noticia más importante del mundo. Al final, Frei le pidió a Fernández que le redactara un documento con los argumentos que él debería defender a partir de ese momento. El subsecretario llegó a su habitación, tomó un lápiz y redactó cuatro hojas. Su calidad de abogado y su exilio en Europa le ayudaron a entender rápidamente cuáles serían los argumentos que se esgrimirían en contra de los del gobierno chileno. Después de un rato, Fernández había escrito el libreto: «No a la extraterritorialidad de la ley, no a la injerencia en asuntos internos, no a la violación de la protección diplomática que supuestamente tenía Pinochet y no a la detención preventiva en los términos que se había hecho». La reflexión combinaba la exposición teórica del arresto como una vulneración grave de la soberanía jurisdiccional de Chile —y la consiguiente falta de consideración de nuestro Estado como un igual— con la observación de dudas procesales sobre el modo en que se había actuado.

Mientras tanto, José Miguel Insulza había acabado de grabar una entrevista para el programa Medianoche en Televisión Nacional. Ya tenía la confirmación de la noticia y en su casa se puso a buscar abogados especialistas para emprender de inmediato el contraataque. Solo pudo ubicar a dos: Santiago Benadava y María Teresa Infante, ambos con amplio currículo en derecho internacional. Los llamó, les pidió informes y luego habló con el Presidente, aún despierto en Oporto. Tenía la esperanza de que la noticia no hubiera llegado a los medios de comunicación nacionales para tener algo más de tiempo para maniobrar de manera reservada y sin presiones abiertas. Pero los datos ya estaban en la sala de redacción de El Mercurio de Santiago. En pocas horas más, todo Chile lo sabría. Íntimamente, Insulza presentía que el gobierno de Chile, que aparecería pidiendo la repatriación de Pinochet, tendría un gran enemigo: la opinión pública europea, para quien Pinochet era el estereotipo del dictador latinoamericano. Insulza, con los recuerdos de su propio exilio en Europa, entendía que eso representaría una desventaja política permanente.

A esas alturas de la noche por supuesto que ya sabían del tema los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas y de Orden y el vicepresidente Raúl Troncoso. Este fue informado por José Miguel Insulza durante la avalancha de llamadas telefónicas que en Chile se produjo entre las nueve y las doce de la noche.

—Raúl, esto puede ir para muy largo. No sé en qué puede terminar.

—Mañana en La Moneda temprano, hay que citar a un Comité Político.

Troncoso estaba realmente asombrado. Tenía invitado a comer a un abogado y viejo camarada de la Democracia Cristiana, Juan Achurra, quien había sido subsecretario del Interior en los tiempos de Eduardo Frei Montalva, cuando él era su ministro Secretario General de Gobierno. Como buenos abogados, inmediatamente se pusieron a analizar el escenario legal. Achurra le dijo que se debía alegar violación a la soberanía jurisdiccional de Chile e incumplimiento del deber de ofrecer protección diplomática a una persona a la cual el Estado de Chile le había dado un pasaporte diplomático y estatus de embajador en misión especial.

Lo que ni Achurra ni Troncoso sabían era que los abogados de Pinochet le habían pedido expresamente a la Cancillería no cursar la nota verbal a Reino Unido detallando el viaje, por motivos de seguridad, según estimó el círculo del general. El problema era que, al realizar ese trámite —que en realidad es un mensaje oficial por escrito de gobierno a gobierno—, Reino Unido nunca comprometió oficialmente que brindaría efectiva protección diplomática al senador vitalicio. Pinochet viajaba a un país en el que su pasaporte especial no servía de nada.

Los teléfonos no dejaron de sonar en las madrugadas de Londres y de Madrid. Mario Artaza y su equipo en la capital inglesa. El embajador Sergio Pizarro y el suyo en España. Ahí, en el tranquilo barrio de Mirasierra, la paz del hogar de Raúl Sanhueza se acabó a las cuatro de la mañana. Él, tercer secretario de la misión diplomática en la capital española, había sido, en su calidad de abogado chileno-español, el encargado de seguir el caso Pinochet, que hasta el momento se había mantenido «controlado» en la Audiencia Nacional. Tenía buenos contactos en la Fiscalía y en los ministerios de Justicia y Exteriores, además de una carpeta de amigos abogados que le permitían ser el mejor observador de la embajada chilena del tema Pinochet como caso legal en la Audiencia.

Solo le dijeron que habían tomado detenido a Pinochet en Londres por los cargos de genocidio, terrorismo y torturas por orden de un juez español. No le dieron más datos. Le extrañó que García Castellón hubiera hecho algo así, pues según todos sus informes y análisis ese juez tendía más bien a cerrar dignamente el caso que a armar una revolución jurídica. A las siete de la mañana ya estaba en su oficina tratando de saber los detalles. Se dio cuenta de que había sido Garzón y no García Castellón el que había pedido la detención a Interpol, y que los mandos medios de la administración española a los que él solía recurrir para informarse sabían muy poco—por no decir nada— sobre ella porque la orden había sido enviada desde el fax personal del juez a última hora del viernes.

El sábado 17, desde temprano, todas las grandes cadenas de televisión del mundo acusaban recibo de la noticia proveniente de Londres, la cual era ilustrada con las conocidas imágenes del bombardeo de La Moneda en 1973, la represión en lugares como el Estadio Nacional, la Junta asumiendo con amenazadores discursos contra el comunismo y el retrato de Pinochet en sus lentes oscuros y con los brazos cruzados. La situación tensionó el ambiente de la cumbre iberoamericana, que empezaba oficialmente ese día. Todos estaban expectantes sobre el choque que obligadamente tendrían Frei y Aznar, pero la prensa solo pudo observar la serie de formalidades y de discursos de los mandatarios. La oportunidad de Frei llegó en un intermedio en la parte privada de las reuniones. El presidente chileno entró a un salón junto con Fernández y Aznar hizo lo mismo con Matutes, el canciller español. Aznar y Frei eran amigos. El presidente español había encontrado en el chileno un buen aliado estratégico en su plan de convertir y convencer de que su partido, el Partido Popular, podía ser visto como uno de centro, moderado, democrático, alejado del franquismo —a pesar de que él mismo había sido parte de la juventud franquista y del movimiento— y, además, había descubierto en Frei un interlocutor parecido a él: alejado de grandes fanfarrias, para muchos falto de chispa o carisma, pero ante todo serio y de pocas palabras.

Pero las caras con que empezaba ese encuentro no eran amistosas, aunque seguían tuteándose. Aznar aseguró que se había enterado del arresto de Pinochet en la mañana y que el gobierno español no tenía nada que ver con esto. Frei le pidió acciones para acabar con la situación rápidamente. Aznar le explicó que Baltasar Garzón tenía la facultad de enviar esas órdenes con independencia del parecer del Ejecutivo. Frei, entonces, le preguntó qué iba a hacer. Un evasivo «haremos todo lo posible dentro de nuestra competencia, pero esto en estos momentos es un asunto judicial», fue la respuesta.

Había que volver a la cumbre. El primer choque terminó con una respuesta imprecisa de España. Aznar no podía ofrecer más. Frei se fue con gusto a poco pero con la convicción de haberle aclarado a los españoles que esto abría un conflicto en las relaciones entre los dos países.

Minutos antes, Fidel Castro, el presidente cubano, había comentado la detención de Pinochet. «¿Es cierto que han retenido legalmente a Pinochet en Londres?», preguntó a los periodistas. «¿Quién tomó la decisión ahí? ¿Un juez? ¡Ah!, los jueces españoles! Pero ellos no pueden tomar la decisión allá en Reino Unido. Me interesa mucho esto…». Castro, a quien varios asistentes a la cumbre observaban como un ejemplo de que no se evaluaba igual a los dictadores de izquierda en relación a los de derecha, hizo el ademán de retirarse, pero regresó al improvisado foro. «Pero yo tengo entendido que Pinochet ha colaborado con Gran Bretaña en la Guerra de las Malvinas», agregó.

En el lobby del hotel en que alojaba el presidente chileno ya se habían juntado unos cien periodistas. Todos querían saber su opinión. Frei no bajó. Preparó una pequeña declaración sobre la base del escrito de Fernández y le pidió a su asesora de prensa, Marta Caro, que juntara a los reporteros chilenos en un pasillo. No habló más de tres minutos con ellos. «Nosotros siempre hemos defendido la no extraterritorialidad de la ley (…). Haremos llegar una nota de protesta al gobierno inglés porque el senador Pinochet tenía un pasaporte diplomático», dijo. Luego salió a cenar, bajo estrictas medidas de seguridad.

El jefe del gobierno español recién habló el domingo 18. En la conversación privada con Frei del día anterior, le había dicho que no contestaría si su colega chileno criticaba la acción del poder judicial de su país. «Espero el respeto por parte de todos. Estamos ante un asunto que no solo afecta a personas, sino a sensibilidades diferentes y que afectan también a países distintos que tienen derecho a decir lo que opinan, lo que piensan e incluso decir cosas de España», declaró.

El lunes, un helicóptero llevó a Frei desde Oporto hasta Bayona, España. Ahí se realizaría una reunión de la Democracia Cristiana Internacional. El anfitrión era Aznar y uno de los invitados estelares era él. Era una nueva oportunidad de enfrentarlo, ahora ya con un panorama más completo.

Lo que Frei le dijo en esa reunión fue más o menos lo mismo que después declaró a la prensa internacional, incluida la española: «Este país (España) tuvo un régimen autoritario por casi 40 años que además generó una institucionalidad y con un millón de muertos. Si nosotros nos pusiéramos a cuestionar esa institucionalidad, a juzgar los hechos de esos años o los delitos de la política antiterrorista en España, ¿tendría derecho Chile a juzgar esos hechos?». Frei trató de enfrentar a la opinión pública española con el hecho de que ellos no pudieron librarse de un presidente autoritario hasta que este murió, dejando como herencia la jefatura del Estado en manos del rey Juan Carlos I. Esa vía tenía la complicación intrínseca de que, de algún modo, los españoles ya sentían que estaban saldando una deuda con el pasado a través de este acto. También intentó recordarles que diez años atrás, bajo el gobierno del socialista Felipe González, el Estado cayó en excesos en su política antiterrorista. Pero ese argumento era fácilmente rebatible: muchos agentes habían sido juzgados e incluso un ministro del Interior de la época estaba en ese momento siendo procesado. Además, había un claro consenso en la sociedad de que los errores y actos desproporcionados de aquella política no se justificaban. A pesar de algunas imágenes de Aznar y Frei sonriendo juntos, de la promisoria amistad ya quedaba poco.

Para el lunes estaba proyectada, en principio, una visita de la comitiva presidencial chilena a Madrid para inaugurar un monumento a Bernardo O’Higgins. Dos de los militares chilenos que asistirían a este acto fueron advertidos el sábado, en el aeropuerto de Santiago, de no tomar el avión a la capital española, porque aparecían mencionados en los procesos de la Audiencia Nacional y podían ser detenidos. El acto no se suspendió, pero solo fue realizado con gente de la embajada y unos cuantos invitados.

Frei volvió a Chile. Mariano Fernández se quedó para recabar más datos y empezar la presión política para una solución. En una de sus primeras reuniones estuvo con Fernando Villalonga, el vicecanciller y encargado de los temas de Latinoamérica, que había estado en la cena del viernes por la noche representando a los españoles. De pronto Fernández, acompañado por Sergio Pizarro, el embajador en Madrid, escuchó algo que lo dejó impactado: Villalonga le dijo que la noticia del arresto del exdictador chileno había sido tan impresionante que no había podido dejar de contárselo a la canciller mexicana. Eso quería decir que el gobierno español supo del tema el mismo día de la detención, antes de que esta se produjera, y no le dijo nada a su par chileno. Una traición para Fernández, quien se mantuvo impertérrito para ver si Villalonga decía más cosas.

Desde ese momento, el gobierno chileno comenzó a dudar de cada cosa que le dijeran sus homólogos españoles. La cumbre del «asombro» había quedado atrás. Más de alguien se rió al recordar el nombre real de esta: «Consecuencias de la globalización». El arresto de Pinochet, en muchos sentidos, era una de ellas.





Garcés, García Castellón y Garzón




El 11 de septiembre de 1973, justo antes de que empezara el bombardeo sobre La Moneda, el presidente Salvador Allende le pidió a Joan Garcés, uno de sus principales asesores políticos, que se fuera del palacio de Gobierno para que pudiera salvarse. «Alguien tiene contar lo que ha pasado aquí y solo tú puedes hacerlo», le dijo Allende a Garcés, según el recuerdo que el propio abogado tiene de los acontecimientos y que contó al diario inglés The Guardian en febrero de 199913.

Ese momento clave en la historia de Chile cambió también para siempre la vida del joven valenciano licenciado en ciencias políticas y derecho y doctorado en la Universidad de La Sorbona de París y quien desde 1970 había sido uno de los colaboradores políticos más cercanos a Allende.

Desde la muerte del expresidente socialista en La Moneda, Joan Garcés ha sido su albacea intelectual. Ha dedicado su vida a explicar el legado del gobierno de la Unidad Popular en casi una decena de libros y artículos y es uno de los creadores, junto a Gonzalo Martner y Víctor Pey, de la Fundación Presidente Allende, que ha auspiciado las querellas en España contra la dictadura chilena y contra la expropiación del diario El Clarín.

En la entrevista a The Guardian, Garcés explicó que el hecho de haberse convertido en el único superviviente de La Moneda dentro del grupo de asesores personales de Allende le impuso una «sensación muy fuerte de responsabilidad» de contribuir a la comprensión de ese período, que terminó abruptamente el 11 de septiembre. «Cuando me despedí de Allende —recuerda Garcés en su oficina madrileña ubicada justo enfrente del parque El Retiro—, sentí que me despedía de un gran amigo que va a morir. Pero me fui con la misma serenidad que impartía el Presidente. Él mantuvo esa mañana una serenidad y un dominio de sí mismo asombroso, igual de tranquilo como estamos hablando ahora. Sabíamos que íbamos a la muerte, pero estábamos muy lúcidos y serenos. Yo estaba preparado para morir, incluso levanté el teléfono y llamé a una persona amiga y le di la dirección de mis padres en España para que les explicara que estábamos en La Moneda y que íbamos a morir».

Ni siquiera el propio Pinochet, que conocía a Garcés y ordenó su captura unos días después del golpe, pudo anticipar el enemigo que se estaba ganando. Se trataba de un adversario de mucho tesón, inteligencia, preparación y de estrictísimas convicciones y que llegó a ser también asesor de François Mitterrand en las elecciones de 1974.

Garcés conoció a Allende en 1968 como presidente del Senado. Se hicieron amigos y el senador socialista lo invitó a una gira electoral que hizo por Chiloé en preparación de su reelección como senador por Chiloé, Aysén y Magallanes en las parlamentarias de marzo de 1969. Garcés estaba ese año preparando la tesis doctoral con la que pensaba graduarse en la Universidad de La Sorbona y en la que, precisamente, comparaba las experiencias de Colombia y Chile en el camino hacia el socialismo por la vía democrática. Por eso estudió la historia de Chile sistemáticamente durante varios años. Allende, un político con más de 30 años en la vida pública, tenía un conocimiento real de la vida pública chilena que para Garcés resultó fascinante. En sus conversaciones, además, hubo una gran coincidencia de análisis entre el práctico conocedor que era Allende y el estudioso que era Garcés.

Aunque muchos lo tildan de políticamente radical, Garcés no se dejó seducir por los aires revolucionarios que soplaban con fuerza durante su juventud. Incluso su relación con el socialismo español ha sido siempre más intelectual y jurídica que política. Participó en política contingente durante algunos años de la transición española pero desde entonces solo ha sido un militante más del Partido Socialista Obrero Español (PSOE). De toda su historia partidista quizás lo más destacable es la enemistad que se granjeó de Felipe González quien, en la década del setenta, terminó imponiéndose a todas las corrientes del socialismo, entre ellas la de Garcés.

Las relaciones directas entre Joan Garcés y Chile quedaron suspendidas después del golpe de Estado. Garcés regresó a España el 23 de septiembre de 1973 con la ayuda del embajador franquista Enrique Pérez Hernández, un diplomático de carrera que enseñó a Garcés una de las más importantes lecciones de su vida: «Tengo motivos para creer en la humanidad y en las razones de humanidad por encima de las ideologías, porque lo he vivido, gracias a eso estoy vivo». Para el joven abogado, aceptar la ayuda del embajador de Franco no significó ningún problema, porque entrar en la embajada era como estar en su casa, en territorio español. Su gobierno envió un avión de 150 plazas en el que solo volaron tres personas: Garcés, su hermano Vicente, quien también se había mudado a Chile y trabajaba en el ministerio de Agricultura, y un exministro chileno de apellido Torrealba. Más tarde se reuniría con él en España la novia chilena que había tenido que dejar apresuradamente y que se convertiría en su esposa: Franchesca Durán.

A pesar de las múltiples conexiones afectivas, Joan Garcés nunca ha querido volver a Chile, ni siquiera después del retorno de la democracia. Por una parte, está el choque emocional, que no sería menor, pero también pesa en él su falta de convicción en la plenitud de la democracia chilena y los reproches que todavía le guarda a muchos dirigentes democratacristianos y socialistas que no supieron o no le dieron muestras de apoyo a Allende y que, en definitiva, abandonaron al presidente legítimamente elegido del país. Cuando se le pregunta, dice que no va a Chile porque ya no están los valores democráticos que iniciaron su interés por el país.

Durante los 17 años que duró el régimen militar, Garcés se dedicó a escribir libros y artículos en los que explica el gobierno de la Unidad Popular y los acontecimientos que desembocaron en el golpe de Estado. Pero nunca participó en actos públicos en contra de Pinochet porque habría sido violar una de las estrictas normas que se ha autoimpuesto: mantener una actitud de total prescindencia de la política interna de Chile. Con este mismo argumento justifica el hecho de solo haber concedido una entrevista a un medio chileno (TVN) durante todo el caso Pinochet: «Si yo hubiera hablado a través de los medios de comunicación habría establecido un diálogo, habría participado en el debate político interno en torno de un caso judicial. No hablar era la única manera que tenía de decir que no estaba en ese debate. Fue una medida drástica pero que obedecía a eso».
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